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Panel integrado por su presidenta, la Juez Ortiz Flores, la Juez 
Domínguez Irizarry,1 la Juez Nieves Figueroa y la Juez Lebrón Nieves. 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

La parte peticionaria, Puerto Rico Land and Fruit, S.E., (PRLF) 

comparece ante nosotros y nos solicita que dejemos sin efecto la 

determinación emitida el 4 de octubre de 2019 por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Fajardo (TPI) y notificada el 8 de octubre de 2019. 

Mediante la misma, el TPI encontró a la peticionaria incursa de en 

desacato.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se deniega 

la expedición del auto de certiorari. 

I 
 

El 31 de agosto de 2016, PRLF presentó una Demanda2 sobre 

daños y perjuicios en contra de Aquasur Corporation (Aquasur; parte 

recurrida). En la misma, la parte peticionaria indicó que para febrero de 

2016 el personal de la parte recurrida realizó una limpieza de corteza 

terrestre, movimiento de tierra, corte de árboles y plantas autóctonas, 

removieron la capa vegetal sobre la tierra facilitando y causando 

escorrentías hacia la Playa de Resaca en Culebra. Además, expuso que 

tales trabajos fueron realizados sin autorización de las autoridades 

 
1 La Juez Domínguez Irizarry no intervino. 
2 Apéndice del recurso, págs. 1-2. 
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gubernamentales pertinentes y causaron daños a la propiedad de los 

peticionarios estimados en $206,000.  

El 10 de noviembre de 2016, la parte recurrida presentó 

Contestación a Demanda y Reconvención.3 Allí, afirmaron haber instalado 

una cerca en la colindancia y como parte de dicha labor haber cortado 

algunas ramas de árboles, arbustos y otra vegetación que invadía el área, 

sin embargo, negaron haber cortado especies en peligro de extinción, ni 

haber limpiado corteza terrestre o capa vegetal. Además, presentaron una 

reconvención sobre interdicto permanente y daños y perjuicios.  

Luego de varios trámites procesales y en lo aquí pertinente, el 20 

de abril de 2017, el TPI emitió una Resolución4 en la que, entre varios 

asuntos, ordenó lo siguiente: 

[…] 

1. El cese y desista de inmediato de cualquier actividad, 
realizada por las partes, sus empleados, representantes 
y/o cualquier persona jurídica o natural que los 
represente, que interfiera con el derecho de propiedad 
de la otra parte y que conste debidamente inscrito el 
Registro de la Propiedad. 
 

2. El cese inmediato de construcción de verjas, veredas, 
caminos, atrechos, limpieza de naturaleza similar, en las 
porciones de terrenos en controversia. 

 
3. El cese y desista de penetrar y traspasar los terrenos 

que no consta inscritos a su nombre en el Registro de la 
Propiedad. 

 
4. El cese y desista de intervenir y perturbar a la otra parte 

en la posesión de los terrenos que constan debidamente 
inscritos en el Registro de la Propiedad. 

 
Este remedio provisional está exento de la prestación de 
fianza conforme la Regla 56.3(a) de las Reglas de 
Procedimiento Civil, supra. 
 
Se apercibe que la parte que incumpla lo aquí ordenado 
podrá ser encontrado incurso en desacato, además de la 
imposición de sanciones, costas y honorarios de abogado. 
 
Se ordena la continuación de todas las acciones de forma 
ordinaria. 
 
Continua vigente la vista de estado de los procedimientos el 
27 de abril de 2017 a las 9:00am en la Sala 302.5 

 

 
3 Apéndice del recurso, págs. 3-46. 
4 Apéndice del recurso, págs. 279-284. 
5 Apéndice del recurso, pág. 284. 
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El 26 de diciembre de 2018, la parte recurrida presentó Moción 

Solicitando Se Encuentre a PRL&F Incursa en Desacato y Otros 

Remedios6 en la que se expuso lo siguiente: 

1. […] 
 

4. El 20 de noviembre de 2018, se visitó la Finca Núm. 229 
de Aquasur y se pudo apreciar que se habían cortado 
dos (2) segmentos de la cerca instalada entre esa finca y 
la Finca Núm. 358 de PRL&F.  

 
5. Uno de los segmentos de la cerca que se encontró 

cortado el 20 de noviembre de 2018 fue precisamente 
uno que Aquasur había re-instalado el 10 de julio de 
2018, pues había sido cortada anteriormente, y donde se 
había colocado unos letreros indicando que era 
propiedad privada y que estaba prohibido el paso.  

 

6. El 10 de julio de 2017, mientras ese segmento de la 

cerca estaba siendo reinstalado, el Sr. Ismael Alicea, 

supervisor de la finca colindante de PRL&F, junto con 

unas personas extranjeras, llegó a la colindancia de la 

Finca Núm. 229 de Aquasur para intentar adentrarse, sin 

autorización. Al llegar al área de la cerca, estas personas 

se encontraron con el Sr. Violbi Merced Collazo, 

administrador de las propiedades de Aquasur, y el 

personal que estaba trabajando y ya había restaurado 

parcialmente la cerca.  

 

7. Al encontrarse con el señor Merced Collazo, el señor 

Alicea preguntó si podía pasar por la finca de Aquasur 

para que unos turistas tomaran unas fotos desde el área 

más baja de la finca de Aquasur que queda cerca de la 

playa.  

 

8. Al indicársele al señor Alicea que él sabía que la finca 

era propiedad privada y que el paso estaba prohibido, el 

señor Alicea primero se comportó como sin o lo supiera 

e insistió en que dejaran pasar a él y a los turistas, pero 

cuando se les indicó que no podían pasar, éste 

reaccionó molesto y amenazó con llamar a sus 

abogados.  

 

9. Aquasur continuó re-instalando el segmento de cerca, el 

cual terminó el mismo 10 de julio de 2017.  

 

10. Uno de los dos (2) segmentos de la cerca que se 

descubrió cortado el 20 de noviembre de 2018, se 

encuentra en el área donde el señor Alicea, supervisor 

de la finca de PRL&F, fue sorprendido el 10 de julio de 

2017 intentando infructuosamente entrar sin permiso a la 

finca de Aquasur.  

 

11. El punto donde se encuentran los segmentos de la cerca 

de la Finca Núm. 229 de Aquasur que fueron 

 
6 Apéndice del recurso, págs. 289-312. 
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descubiertos cortados el 20 de noviembre de 2018, 

colindan con la Finca Núm. 258 de PRL&F.  

 

12. Estos segmentos de la cerca cuyos cortes se 

descubrieron el 20 de noviembre de 2018 fueron 

medidos en una visita posterior de 11 de diciembre de 

2018 por el Agrimensor Pedro Alicea Rivera, y tienen, 

respectivamente, un largo de treinta y siete pies y seis 

pulgadas (37’6”) y nueve pies y medio (9’6”). 

 

13. La única finca que colinda con los dos (2) segmentos de 

la cerca que se descubrieron cortados el 20 de 

noviembre de 2018, es la Finca Núm. 258 de PRL&F.  

 

14. El 20 de noviembre de 2018, Aquasur también descubrió 
que alguien había penetrado la Finca Núm. 229 y 
cortado la copa de un árbol que medía unos diez pies 
(10') de alto. 

 
15. En su experiencia de más de ocho (8) años trabajando 

como supervisor de fincas, el señor Merced Collazo 
conoce la diferencia entre un árbol que se parte o astilla 
por causas naturales y uno que es cortado por alguien.  

 
16. La copa del árbol en cuestión fue cortada cercano al 20 

de noviembre 2018, porque las ramas cortadas que 
dejaron sobre el terreno alrededor del tronco todavía 
tenían hojas verdes.  

 
17.  Aquasur no autorizó el corte de la copa del árbol en 

cuestión.  
 
18.  Al regresar a la finca el 11 de diciembre de 2018 a 

documentar estas actividades, el señor Merced Collazo 
pudo observar que se habían cortado otros dos (2) 
árboles.  

 
19.  Al regresar a la finca el 11 de diciembre de 2018 para 

tomar medidas georreferenciadas y poder establecer la 
localización del árbol en la Finca Núm. 229 de Aquasur, 
el Agrimensor Pedro Alicea Rivera también pudo 
observar que no se había cortado un árbol, sino tres (3).  

 
20.  El árbol más cercano a la colindancia con la Finca Núm. 

258 de PRL&F se encuentra a dieciséis pies y medio 
(16'6”) de distancia de ésta.  

 
21.  PRL&F es la dueña de la única finca colindante que se 

podría beneficiar por el corte de la copa de los árboles.  
 
22.  Asimismo, durante la visita del 20 de noviembre de 2018 

a la finca de Aquasur, se pudo observar que alguien 
había utilizado herbicida dentro de los predios de la finca 
para despejar un área donde se había intentado 
establecer una vereda previamente, sin autorización, en 
la finca de Aquasur. 

 
23. En su experiencia de más de ocho (8) años trabajando 

como supervisor de fincas, el señor Merced Collazo 

conoce cuando se ha utilizado herbicida y sus efectos 

sobre la vegetación.  
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24. La aplicación de herbicida que se pudo observar el 20 
de noviembre de 2017 provenía de la finca colindante 
propiedad de PRL&F y continuaba por la finca de 
Aquasur. 

 
25. Al regresar a la finca el 11 de diciembre de 2018 a 

documentar estas actividades y ver hasta dónde llegaba 
la aplicación de herbicida, el señor Merced Collazo pudo 
apreciar que la aplicación de herbicida que observó 
inicialmente el 20 de noviembre de 2018 y que provenía 
de la propiedad de PRL&F, continuaba por la Finca 
Núm. 229 de Aquasur por un tramo de alrededor de 
unos 200 metros de largo, quemando y matando 
contacto.  

 
26. AI regresar a la finca el 11 de diciembre de 2018 para 

tomar medidas georreferenciadas de la extensión del 
área de vegetación quemada dentro de la Finca Núm. 
229 de Aquasur, el Agrimensor Pedro Alicea Rivera 
pudo documentar que ésta se extiende por setecientos 
doce pies (712), en dirección hacia la playa. 

 
27. Aquasur no autorizó el uso de herbicida en su finca.  
 
28. Las áreas de la Finca Núm. 229 de Aquasur que han 

sido objeto de los cortes de cerca, de árboles y de 
aplicación de herbicida son áreas extremadamente 
remotas y de muy difícil acceso por la topografía del 
área. Llegar caminando desde el área donde termina el 
camino municipal de Culebra hasta esta zona en 
general toma aproximadamente cinco (5) horas, bajo 
condiciones de calor extremo y pasando entre 
vegetación que incluye vegetación que corta o hinca lo 
cual impide avanzar con mayor velocidad.  

 
29. Las áreas de la Finca Núm. 229 de Aquasur que han 

sido objeto de los cortes de cercas, de árboles y de 
aplicación de herbicida son rápida y directamente 
accesibles desde la Finca Núm. 258 de PRL&F.7  

 
A raíz de lo anterior, solicitó que se ordenara a la parte 

demandante peticionaria que mostrara causa, por la cual no debía ser 

encontrada incursa en desacato, sancionada con la desestimación de su 

demanda y la imposición de daños, costas y honorarios de abogados.  

Por su parte, el 2 de enero de 2019, la parte demandante 

peticionaria presentó su Oposición8 en la que indicó que la moción de la 

parte recurrida constituye una pretensión al admitir que no poseen 

evidencia directa que vincule a los demandantes con los hechos 

alegados. Añadió que no hay un solo testigo que tenga conocimiento 

personal de los mismos y que toda la información ha sido provista por 

 
7 Apéndice del recurso, págs. 290-294. 
8 Apéndice del recurso, págs. 313-314. 
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personas en calidad de peritos cuando ni siquiera fueron cualificados 

como tal.  

Además, señaló que la parte recurrida no posee manos limpias, al 

haber construido verjas y sembrado “estacas” en la zona marítimo 

terrestre. Finalmente, anejó una Declaración Jurada del señor Víctor Luis 

González Barahona (Sr. González),9 Principal de PRL&F, quien negó que 

la parte peticionaria hubiera cometido las violaciones alegadas, por lo 

que, solicitó que se declarase No Ha Lugar la misma.  

Luego de haberse celebrado el 24 de junio de 2019 la vista de 

desacato, la parte peticionaria presentó el 17 de julio de 2019 el escrito 

titulado Alegato de Puerto Rico Land & Fruit Sobre Vista de Desacato 

Civil.10 Allí planteó que los testigos de la parte recurrida admitieron no 

tener conocimiento personal de los actos alegados en la solicitud de 

desacato. Añadió que el único incidente que vincula a la parte peticionaria 

fue de un suceso ocurrido el 17 de julio de 2017 cuando el Sr. Ismael 

Alicea, personal de PRL&F, fue encontrado en la colindancia entre los 

terrenos de Aquasur y PRL&F. Además, señaló que los recurridos no 

cumplieron con el estándar de prueba requerido para probar un desacato 

civil, entiéndase, “prueba clara y convincente”, por lo que solicitó que se 

declarase No Ha Lugar la solicitud de desacato.  

Por otro lado, el 24 de julio de 2019, la parte recurrida presentó 

Oposición al “Alegato de Puerto Rico Land & Fruit Sobre Vista de 

Desacato Civil”.11 En la misma expresó que, según la prueba presentada 

en la vista de desacato, el Sr. Merced y el agrimensor Pedro Alicea 

visitaron el 20 de noviembre de 2018 la finca de Aquasur y se percataron 

de que la cerca instalada en la colindancia con la finca de PRL&F había 

sido cortada. Adujo que los testigos declararon que los segmentos 

cortados colindan única y exclusivamente con la finca de PRL&F. 

También afirmó que el Sr. Merced señaló que tal segmento encontrado el 

 
9 Apéndice del recurso, pág. 315. 
10 Apéndice del recurso, págs. 318-320. 
11 Apéndice del recurso, págs. 321-333. 
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20 de noviembre de 2018 había sido reinstalado el 10 de julio de 2017 

pues ya había sido cortado anteriormente.  

Añadió que los testigos explicaron que precisamente uno de los 

segmentos cortados fue en la misma área donde se sorprendió al 

supervisor de la finca de PRL&F tratando de lograr acceso de forma ilegal 

a la finca de Aquasur e incluso, señalaron que la única finca colindante y 

beneficiada por el corte de los árboles es PRL&F. Por otro lado, indicó 

que fue objeto de prueba que la aplicación de herbicida comenzó en la 

finca de PRL&F hasta la finca de Aquasur, las cuales son áreas remotas y 

de poco acceso. 

En relación con el estándar de prueba, enfatizó que el quantum de 

prueba requerido para los casos de desacato civil es preponderancia de 

evidencia, según dispuesto en la Regla 110 (f) de las Reglas de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI. R. 110, no así, el señalado erróneamente por 

la parte demandante. También expuso que las declaraciones de los 

testigos de la parte demandada tampoco fueron contradichas, por lo que, 

solicitaron la desestimación de la demanda y que les concedieran daños y 

honorarios de abogado. En la alternativa, que se declarara Ha Lugar el 

desacato civil y se le concedieran costas, honorarios y daños.  

El 1 de agosto de 2019, la parte peticionaria presentó Breve 

Réplica a Oposición de Aquasur a “Alegato de Puerto Rico Land & Fruit 

Sobre Vista de Desacato Civil”.12 Alegó que la parte demandada recurrida 

no presentó evidencia que los vinculara con las alegaciones de la moción 

original sobre desacato civil. Añadió que, tampoco la prueba presentada 

pudo identificar a la parte demandante, sus agentes o empleados con los 

hechos alegados.  Por lo que expresó que, ante la ausencia de prueba de 

desacato, procedía la desestimación de la solicitud de desacato.  

 Tras celebrarse una vista al respecto, y haberse atendido los 

planteamientos de las partes, el TPI emitió una Resolución13 el 4 de 

octubre de 2019, notificada el 8 de octubre de 2019, en la que encontró 

 
12 Apéndice del recurso, págs. 336-337. 
13 Apéndice del recurso, págs. 344-351. 
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incurso en desacato a la parte peticionaria. La misma enunció lo 

siguiente: 

Durante la vista testificaron por parte de Aquasur el Sr. 

Violbi Merced Collado y el Agrimensor Pedro Alicea Rivera.  

 

En su testimonio creíble, el señor Merced Collado, narró 

varios incidentes que han ocurrido en la franja de terreno de 

la finca de Aquasur que colinda con los terrenos de PRL&F. 

Específicamente identificó cortes de dos (2) segmentos de 

cercas, cortes de tres (3) árboles en los terrenos de Aquasur 

y el riego de alguna sustancia que provocó la quema de la 

vegetación comenzando en terrenos de PRL& F 

adentrándose cientos de pies afectando la vegetación de la 

finca de Aquasur. La quema de la vegetación ocurrió en la 

misma área en que previamente PRL&F intentó establecer 

una vereda ocupando los terrenos de Aquasur. Además, 

que la única finca que colinda con los terrenos de Aquasur 

es la finca de PRL&F.  

 

En relación a esos incidentes el señor Merced Collazo 

declaró que personalmente no observó a empleados, 

funcionarios o algún representante de PRL&F realizando 

esos actos. Tampoco tiene conocimiento de otras personas 

o de alguna agencia estatal o federal que entre a los 

terrenos de Aquasur sin autorización. Describió el área 

donde ocurren los incidentes denunciados como una remota 

a la que se accesa luego de caminar desde un camino 

municipal por espacio de cinco (5) horas y no se puede 

utilizar vehículos de motor. 

 

El señor Merced Colla[d]o atestiguó también que el 10 de 

julio de 2017 se encontraba reinstalando en la finca de 

Aquasur una porción de la cerca que había sido vandalizada 

anteriormente. En ese momento se encontró con el Sr. 

Ismael Alicea, supervisor de la finca de PRL&F (“señor 

Alicea”), quien junto a dos (2) personas intentaba e insistía 

en traspasar a la propiedad de Aquasur para tomar unas 

fotos cerca de la playa. El señor Merced Collado les denegó 

la entrada y le mencionó que el paso estaba prohibido. 

Expresó además que en ese momento el señor Alicea se 

marchó del lugar en una actitud molesta y amenazando con 

llamar a sus abogados.  

 

De ese incidente el señor Merced Collado tomó fotos del 

señor Alicea y de sus acompañantes. Este tribunal pudo 

comprobar que se observa a dos (2) personas con toallas de 

playa y al señor Alicea con una mochila en su espalda en la 

cerca que delimita las colindancias de la finca de Aquasur 

con la finca de PRL&F. 

 

En otro incidente, el 20 de noviembre de 2018, el señor 

Merced Collado encontró nuevamente que, en la misma 

cerca que delimita las colindancias de Aquasur con PRL&F, 

se cortó un segmento por el mismo lugar por donde el señor 

Alicea intentó e insistió traspasar el 10 de julio de 2017. 
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Estos segmentos de la cerca tenían un letrero que indicaban 

que la propiedad era privada y que se prohibía el paso.  

 

El testimonio del Agrimensor Pedro Alicea Rivera estableció 

también que la única finca que colinda con Aquasur es la 

finca de PRL&F; que él fue quien levantó los datos de los 

segmentos de la cerca cortados, de la quema de la 

vegetación y del corte de árboles. Un corte de la cerca 

medía treinta y siete pies (37’) de ancho y otro corte medía 

nueve pies (9’). La vegetación quemada cubría un área de 

setecientos doce pies (712’) dentro de la finca de Aquasur. 

Todas las medidas las tomó con un GPS y los plasmó en el 

plano que se presentó en evidencia. El agrimensor Alicea 

Rivera admitió que no sabe quién “cortó la verja”, ni la fecha 

en que lo hicieron y que le consta que hay controversias 

entre las partes por las colindancias.  

 

Como expresó este Tribunal con anterioridad, en relación a 

estos incidentes PRL&F no presentó prueba documental o 

testifical para refutar el testimonio del agrimensor Alicea 

Rivera y del señor Merced Collado.  

 

[…] 

 

No existe controversia en el hecho de que Aquasur no 

presentó prueba directa que vincule a PRL&F con los actos 

denunciados. Tampoco existe controversia que la única 

finca que colinda con los terrenos de Aquasur es la de 

PRL&F. Debemos examinar entonces si mediante prueba 

circunstancial Aquasur probó los hechos que imputa a 

PRL&F.  

 

El señor Merced Collado atestiguó, en síntesis, que para 

llegar a la finca de Aquasur no se puede utilizar un vehículo 

de motor debido a la configuración de la finca; toma 

alrededor de cinco (5) horas caminando desde un camino 

municipal y que la única finca colindante en esa área es la 

de PRLF. Además, que el corte de uno de los segmentos de 

cerca ocurrió en el mismo lugar por donde el señor Alicea y 

otras dos (2) personas intentaron traspasar para lograr 

acceso a la playa a través de los terrenos de Aquasur. Los 

segmentos cortados medían treinta y siete pies (37’) de 

ancho y otro corte medía nueve pies (9’).  

 

De las fotografías admitidas en evidencia se observa que los 

terrenos de Aquasur y PRL&F son terrenos con espesa 

vegetación y escarpados. Por la topografía del lugar y lo 

difícil del acceso a la finca de Aquasur inferimos que las 

personas que realizaron estos actos conocían el lugar. 

Además, que para accesar a la playa hay que atravesar la 

finca de Aquasur y que para llegar a los puntos donde 

cortaron los segmentos de cerca hay que hacerlo a través 

PRL&F, la única finca colindante.  

 

En relación al incidente de la quema de la vegetación, 

Aquasur presentó unas fotografías, un plano y los 

testimonios del señor Merced Collado y el agrimensor Alicea 

Rivera. El señor Merced testificó que la quema de la 
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vegetación ocurrió en la misma porción de terreno en que 

PRL&F intentó anteriormente establecer una vereda 

ocupando los terrenos de Aquasur. El tribunal pudo observar 

en las fotos que desde los terrenos de PRL&F se formó en 

la ladera un camino de vegetación quemada que desciende 

y traspasa por la cerca que divide la finca con Aquasur y se 

adentra a la misma afectando un área extensa, que según 

evidenciado, consiste de setecientos doce pies (712’). Esta 

prueba testifical y documental ofrecida por Aquasur no fue 

refutada por PRL&F. Razonablemente es preciso concluir 

que la quema de la vegetación fue realizada por PRL&F. 

Razonablemente es preciso concluir que la quema de la 

vegetación fue realizada por PRL&F desde sus terrenos 

hasta la finca de Aquasur.  

 

Finalmente, en relación al corte de los árboles, este Tribunal 

no encuentra una relación razonable que vincule a PRL&F 

con estos hechos alegados.  

 

Por todo lo anterior, la prueba preponderante presentada, 

nos lleva a concluir que Puerto Rico Land & Fruit a través de 

sus representantes o empleados ha desacatado la orden 

emitida el 20 de abril de 2017 por este tribunal. Los hechos 

probados ocurrieron luego de emitida la orden.  

 

Se le impone un desacato a Puerto Rico Land & Fruit y 

deberá pagar en cinco (5) días una sanción de $500.00. Se 

le imponen además las costas y los gastos incurridos por 

Aquasur Corporation en la obtención de esta Resolución.  

 

Insatisfecha, el 15 de octubre de 2019, la parte peticionaria 

presentó Solicitud de Reconsideración.14 La parte recurrida presentó 

Oposición a “Solicitud de Reconsideración”.15 Luego de varios trámites y 

evaluados los escritos, el 1 de noviembre de 2019, el TPI emitió una 

Resolución16 en la que la declaró No Ha Lugar la solicitud de 

reconsideración. 

Inconforme, el 4 de diciembre de 2019, la parte peticionaria 

compareció ante nosotros mediante el presente recurso de certiorari. En 

el mismo expone los siguientes señalamientos: 

ERRÓ EL TPI AL APLICAR EL EST[Á]NDAR DE PRUEBA 
EQUIVOCADO A UN PROCEDIMIENTO DE DESACATO 
CIVIL 
 
ERRÓ EL TPI AL ENCONTRAR A PRLF INCURSA EN 
DESACATO ANTE LA AUSENCIA ABSOLUTA DE 
PRUEBA QUE VINCULE A PRLF CON LOS HECHOS 
IMPUTADOS 

 
14 Apéndice del recurso, págs. 352-355. 
15 Apéndice del recurso, págs. 356-360. 
16 Apéndice del recurso, pág. 391. 
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II 
 

A. Certiorari 
 

En nuestro ordenamiento jurídico, el auto de certiorari “es el 

vehículo procesal extraordinario utilizado para que un tribunal de mayor 

jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por un tribunal 

inferior”. Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). El auto de 

certiorari se utiliza “para revisar tanto errores de derecho procesal como 

sustantivo”. Id. En lo pertinente, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

2009, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, dispone lo siguiente:  

[…] 
 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera Instancia, 
solamente será expedido por el Tribunal de Apelaciones 
cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 
Reglas 56 y 57 o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a lo 
dispuesto anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 
peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciaros, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés público o 
en cualquier otra situación en la cual esperar a la apelación 
constituiría un fracaso irremediable de la justicia. Al denegar 
la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 
decisión. 
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria expedida por 
el Tribunal de Primera Instancia podrá ser revisada en el 
recurso de apelación que se interponga contra la sentencia 
sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 sobre los errores no 
perjudiciales. (Énfasis nuestro.) 
 
Es decir, la norma que impera es que el asunto que se nos plantee 

en el auto de certiorari deberá tener cabida bajo alguna de las materias 

reconocidas en la citada Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Esto 

último, debido a que el mandato de la mencionada regla dispone 

taxativamente bajo que materias, solamente, se podrá expedir el auto de 

certiorari. Así pues, para determinar si debemos expedir un auto de 

certiorari debemos realizar un análisis que consiste en dos pasos. 

Primero, debemos determinar si el asunto que se trae a nuestra 

consideración versa sobre alguna de las materias especificadas en la 
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Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Este análisis es mayormente 

objetivo. Por ello, se ha señalado que “los litigantes deben abstenerse de 

presentar recursos de certiorari para revisar órdenes y resoluciones de 

asuntos que no estén cobijados bajo las disposiciones de la Regla 52.1”. 

Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., Lexis Nexis, San Juan, 

2010, pág. 476.  

Superada esta primera etapa, procede entonces llevar a cabo un 

segundo análisis relativamente subjetivo. Se trata de nuestro examen 

tradicional caracterizado por la discreción que se nos encomendó para 

autorizar la expedición del auto de certiorari y adjudicar sus méritos. Aun 

tratándose de un asunto discrecional, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 40, establece siete 

criterios que debemos tomar en consideración para determinar si 

expedimos o no un auto de certiorari. Así, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra, dispone que para determinar si 

expedimos un auto de certiorari debemos tomar en consideración los 

siguientes criterios:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 

de Primera Instancia 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida 

a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 

elevados, o de alegatos más elaborados 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia.  

 
De acuerdo con lo dispuesto en la Regla 40, supra, debemos 

evaluar “tanto la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, a los fines de determinar si es la 

más apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento indebido 

[o] una dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. Torres 
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Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). Recordemos que la discreción judicial 

“no se da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros”,17 sino que 

como Tribunal revisor debemos ceñirnos a los criterios antes señalados. 

Si luego de evaluar los referidos criterios, decidimos no expedir el 

recurso, podemos fundamentar nuestra determinación, pero no tenemos 

la obligación de así hacerlo.18 

B. El desacato 
 

La figura jurídica del desacato se fundamenta en el poder inherente 

de los tribunales para hacer cumplir sus órdenes. E.L.A. v. Asoc. de 

Auditores, 147 DPR 669, 681 (1999). En términos generales, constituye 

desacato cualquier acto o conducta que tienda a impedir u obstruir la 

administración de la justicia por un tribunal o que menoscabe la autoridad 

o dignidad de este. In re: Cruz Aponte, 159 DPR 170 (2003).  La 

característica principal del desacato es que la parte agraviada siempre es 

el tribunal.  Su propósito es vindicar la dignidad y autoridad de los foros 

judiciales. Id.  Mediante la imposición del desacato, el tribunal busca 

proteger y hacer cumplir sus sentencias y castigar la desobediencia, o 

resistencia contumaz, a sus órdenes y decretos. Pueblo v. Santiago 

Lavandero, 108 DPR 647 (1979).     

El desacato puede ser criminal o civil, independiente de la 

naturaleza del procedimiento en que ocurra.  La diferencia entre estos dos 

mecanismos estriba en su propósito.  Así pues, mediante el desacato 

criminal se persigue castigar a la persona o vindicar la autoridad del 

tribunal. Srio. D.A.C.O. v. Comunidad San José, Inc., 130 DPR 782, 804 

(1992). El fin último de este mecanismo es condenar a prisión a un 

individuo por un acto de desobediencia cometido, de ahí que se sostenga 

que su efecto es puramente punitivo. Dubón v. Casanova, 65 DPR 835, 

845 (1948). Por su parte, el desacato civil busca lograr el cumplimiento de 

una obligación, ya sea que esta emane de una sentencia, orden u otra 

fuente. Srio. D.A.C.O. v. Comunidad San José, Inc., supra.  Consiste en la 

 
17 IG Builders v. BBVAPR, 185 DPR 307, 338 (2012) que cita a Rivera Figueroa v. Joe’s 
European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 
18 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  
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imposición de una penalidad por un tiempo indefinido, sujeta a que la 

persona cumpla con una obligación primaria que forme parte de la acción 

principal. In re: Cruz Aponte, supra.   Por lo tanto, la verdadera distinción 

entre el desacato criminal y el civil estriba en la naturaleza y propósito del 

remedio. Si la intención es reparadora, a inducir a alguien a cumplir con 

una obligación, el desacato es de naturaleza civil. Si el objetivo es 

vindicar la autoridad del tribunal, el desacato es de orden penal. Srio. 

D.A.C.O. v. Comunidad San José, Inc., supra.      

En lo pertinente, el desacato civil es el mecanismo judicial 

mediante el cual un tribunal puede obligar a las partes a cumplir con sus 

órdenes en el caso que estas optan por no acatarlas. Dicho mecanismo 

no es punitivo pues la imposición de la pena por tiempo indefinido no es 

su finalidad primordial, sino lograr el cumplimiento de la orden original. 

Pérez v. Espinosa, 75 DPR 777, 781-782 (1954). El compeler a una parte 

a cumplir una orden desacatada, resulta en beneficio del otro litigante de 

la acción civil. Así pues, podemos decir que el desacato civil tiene un fin 

reparador. In re: Velázquez Hernández, 162 DPR 316, 327 (2004).   

III 
 

La parte peticionaria sostiene en su escrito que el foro primario 

incidió al aplicar el estándar de prueba equivocado a un procedimiento de 

desacato civil. Además, señaló que erró el TPI al haber encontrado 

incursa en desacato a dicha parte.  

Luego de analizar con detenimiento los argumentos de las partes, 

así como el derecho aplicable, somos del criterio que, en su 

determinación, el TPI no incurrió en un claro e inequívoco abuso de 

discreción que amerite nuestra intervención.  

A la luz del derecho aplicable antes discutido, analizamos los 

argumentos de las partes, así como los fundamentos de la Resolución del 

TPI y entendemos que el foro recurrido no abusó de su discreción al 

encontrar incurso en desacato a la parte peticionaria, de conformidad con 

la prueba presentada. Siendo ello así, y tras entender que no medió error, 
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perjuicio o parcialidad por parte del foro primario, al amparo de la Regla 

40 del Tribunal de Apelaciones, supra, no intervendremos con la 

determinación recurrida. 

No habiendo encontrado nada en el expediente del caso que nos 

mueva a concluir que el foro primario abusó de su discreción o que 

nuestra abstención constituiría un fracaso a la justicia, denegamos la 

expedición del auto de certiorari.  

IV 
 

Por los fundamentos que anteceden, se deniega la expedición del 

auto de certiorari solicitado.  

Lo acordó el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


